
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 71 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA DEL CARMEN MARTÍNEZ SANTILLÁN, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT 

La suscrita, María del Carmen Martínez Santillán, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la 

LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de 

decreto que adiciona la fracción V del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 

tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La teoría de poderes implantada por Montesquieu, en la obra El espíritu de las leyes, sentó las bases para la actual 

división de funciones o facultades de los Estados, en los que surgen la independencia entre los Poderes Ejecutivos, 

Legislativo y Judicial, evitando con ello el retorno a Estados totalitarios o despóticos, en los que estas tres 

funciones o dos de ellas recaían en una misma persona. 

Así, con la división, delimitación e independencia de las funciones del Estado, se logró establecer un sistema de 

controles y contrapesos –checks and balances (sistema introducido en el derecho anglosajón)–, en el que las 

facultades de cada “poder” le permitían limitar o frenar a los otros y así sucesivamente, evitando la supremacía de 

uno de ellos en detrimento de los otros, es decir, se logra un equilibrio que deriva en una mayor libertad para el 

ciudadano, originada por la limitación del propio poder. 

No obstante lo anterior, y a pesar de que existe una división e independencia de las funciones ejecutivas, 

legislativas y judiciales, las mismas no pueden verse de una forma aislada y única, pues forman parte de un 

sistema, es decir, de un conjunto de unidades recíprocamente relacionadas o en interacción que cumplen con una 

función determinada. En ese sentido, la palabra sistema, derivada del griego synistánai, debe ser entendida como lo 

que reúne, junta o coloca junto. 

En ese contexto, la interrelación entre las diversas funciones, no implica una invasión a la esfera jurídica de sus 

competencias respectivas, sino por el contrario, reafirma el sistema de frenos y contrapesos que se encuentra 

implícito en la división de poderes, dotando de un equilibrio constitucional a las funciones legislativa, ejecutiva y 

judicial. 

En nuestro país, la facultad de iniciar leyes, de manera fáctica y política estuvo prácticamente reservada al Poder 

Ejecutivo, mientras que el Legislativo se limitó a su aprobación y se aisló al Judicial de toda intervención, 

limitándolo únicamente a la aplicación y resolución de los casos concretos que se le presentaban a su 

consideración. 

No obstante, y con el devenir social, se ha ido modificando las relaciones entre los poderes, implicando de una 

manera más activa al Poder Judicial en las decisiones tomadas por el Legislativo y Ejecutivo, ello en nombre de la 

protección y respeto de la Carta Magna. 

Lo anterior quedó evidenciado con la reforma constitucional de fechas 6 y 10 de junio de 2011, la primera de ellas 

concierne fundamentalmente al juicio de amparo, institución protectora de los derechos fundamentales por 

excelencia, el cual se ve robustecido al ampliarse la procedencia del amparo respecto de cualquier norma general, 

al preverse su procedencia por violaciones de los derechos humanos plasmados en los tratados internacionales de 

los que el Estado mexicano sea parte; con la introducción de figuras como el amparo adhesivo y los intereses 

legítimos individual y colectivo; la adopción de nuevos conceptos en torno a la violación de derechos por omisión 

de las autoridades; la declaratoria general de inconstitucionalidad cuyos alcances y condiciones se determinarán en 

la ley reglamentaria; la creación de los plenos de circuito; y una nueva forma de integrar jurisprudencia “por 

sustitución”; entre otras. 



La segunda, en estrecha relación con la anterior, evidencia el reconocimiento de la progresividad de los derechos 

humanos, mediante la expresión clara del principio pro persona como rector de la interpretación y aplicación de las 

normas jurídicas, en aquellas que favorezcan y brinden mayor protección a las personas. Así, la ampliación de los 

derechos que significa la concreción de algunas cláusulas constitucionales, como la relativa a los migrantes o a la 

suspensión de garantías, aunada a la obligación expresa de observar los tratados internacionales firmados por el 

Estado mexicano, miran hacia la justiciabilidad y eficacia de los derechos que, a la postre, tiende al mejoramiento 

de las condiciones de vida de la sociedad y al desarrollo de cada persona en lo individual. 

Asimismo, al reformarse el artículo 107, fracción II, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, se estableció: 

Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se resuelva la inconstitucionalidad de una norma general por 

segunda ocasión consecutiva, la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo informará a la autoridad emisora 

correspondiente. 

Cuando los órganos del Poder Judicial de la Federación establezcan jurisprudencia por reiteración en la cual se 

determine la inconstitucionalidad de una norma general, la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo notificará a la 

autoridad emisora. Transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que se supere el problema de inconstitucionalidad, 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, siempre que fuere aprobada por una mayoría de cuando menos 

ocho votos, la declaratoria general de inconstitucionalidad, en la cual se fijarán sus alcances y condiciones en los 

términos de la ley reglamentaria. 

Como se advierte, el constitucionalismo mexicano ha dotado de nuevas facultades al Poder Judicial, con la 

finalidad de que pueda ser un partícipe activo de las decisiones que discuten y toman los demás poderes. Ello, con 

la finalidad de limitar y evitar los excesos de alguno de ellos; es decir, la creación de facto de un metapoder. 

En otro orden de ideas, los tribunales judiciales del país se enfrentan a diversos problemas al momento de resolver 

los casos específicos que les presentan, ello derivado de la utilización de normas jurídicas poco claras y precisas, 

realizadas, el mayor de los casos, con deficiencias técnicas- jurídicas por parte de los facultados para iniciar las 

leyes y que son hasta su aplicación, cuando se puede presentar sus problemas de eficacia. 

En ese contexto, la jurisprudencia ha servido a los tribunales para desentrañar el sentido de la norma jurídica, para 

interpretarla lo más apegado al objetivo que el legislador quiso plasmar, ello en concordancia con el sistema 

jurídico, por lo que la interpretación adquiere un carácter vinculatorio y obligatorio para los tribunales del país. 

Por tanto, la juzgadora cobra un relieve importante en la vida jurídica del país, pues es quien, de primera mano, le 

toca aplicar el marco normativo, pudiendo advertir las deficiencias y errores que las normas jurídicas presentan al 

momento de su aplicación concreta, ya sea de forma sustantiva u adjetiva. 

En consecuencia, el objeto de la presente iniciativa radica en adicionar la fracción V al artículo 71 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de que, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

tenga la facultad de presentar iniciativas de ley, dentro del ámbito de su competencia; y respecto a la 

administración y aplicación de la justicia. 

Al otorgar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la facultad de iniciar proyectos de ley, se estaría dando la 

oportunidad de contar con leyes más eficaces y claras, cuya realización recogería la experiencia de Ministros así 

como las soluciones a los problemas que a diario se presentan en el quehacer jurisdiccional. 

Lo anterior de ningún modo invade la esfera de competencia del poder Legislativo, ya que única y exclusivamente 

se limita a otorgar el derecho a la Suprema Corte de Justicia de presentar iniciativas, reservando al Congreso 

General de los Estados Unidos Mexicanos, la discusión y en su caso aprobación, de las iniciativas de ley que se 

sometan su consideración; caso similar, pasó con la aprobación de las iniciativas ciudadanas. 



En ese sentido, el órgano legislativo ofrecerá una mayor representación a los sectores sociales más amplios e 

incluyentes del sistema jurídico nacional, convirtiéndose de esa manera en una verdadera Asamblea democrática, 

plural y representativa, en la que, las opiniones de la sociedad y ciertos sectores son analizadas, valoradas y 

aprobadas, esto último, sigue siendo facultad exclusiva del Poder Legislativo. 

En otras palabras, la fase de iniciativa de leyes abre el abanico, a efecto de que, cada vez más actores puedan 

participar activamente en la misma; siendo reservadas para el Legislativo, las fases de discusión y aprobación; y de 

integración de la eficacia de las leyes. 

Por las consideraciones expuestas, sometemos a su consideración la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona la fracción V al artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 

Artículo Único. Se adiciona la fracción V al artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos compete 

I. a IV. ...; y 

V. A la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el ámbito de su competencia; y respecto a la administración y 

aplicación de justicia. 

... 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2013. 

Diputada María del Carmen Martínez Santillán 

(Rúbrica) 

 


